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Cumbre del agro: bajan de 700 a 100 participantes 

Toma cuerpo la cumbre del agro, pero los organizadores le bajan los decibeles, porque sólo 

100 personas podrán asistir y debatir en ella. 

La gran concentración de sectores productivos de oriente y occidente ya no será como se lo 

había proyectado al principio. Al evento convocado para el 26 y 27 de marzo sólo podrán 

asistir 100 personas: 50 representantes de la Cámara Agropecuaria del Oriente (CAO) y 50 de 

los movimientos campesinos y sociales del occidente. 

Así lo anunció ayer en Santa Cruz la ministra de Desarrollo Rural y Tierras, Nemesia Achacollo, 

quien además adelantó que ya no habrán más reuniones de preparación con ningún sector y 

que las propuestas de los productores de oriente y occidente ya fueron presentadas y 

analizadas por el Gobierno.  

Eso sí, de acuerdo con la alerta lanzado por la Ministra, las diferentes instituciones como la 

CAO, la Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia y las asociaciones 

de occidente deberán reunirse y escoger de forma orgánica a sus representantes que serán 

enviados a la cumbre de Santa Cruz. 

“Ya está todo listo. Las comisiones terminaron su trabajo, los subsectores presentaron sus 

propuestas y lo único que queda es instalar la cumbre. Vamos a invitar al Presidente y al 

Vicepresidente para que nos acompañen”, dijo la Ministra. 

La cumbre “Sembrando Bolivia” se realizará en uno de los salones del campo ferial de Santa 

Cruz.  

De acuerdo al relato del titular de la CAO, Julio Roda, las propuestas del sector productivo 

giran en torno a la demanda de seguridad jurídica, la ampliación de la Función Económica 

Social (FES), la biotecnología y exportar sin tener restricciones.  

“Tenemos un documento que explicaremos de forma extensa en la cumbre; esperamos que 

nuestras solicitudes se tomen en cuenta  para ver hasta dónde podemos llegar en inversiones 

para incrementar la frontera agrícola”, dijo Roda.  

Una de esas demandas, seguridad jurídica, a decir de la ministra Achacollo, comenzó a 

viabilizar el Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA), ya que entregó títulos ejecutoriales a 

155 productores agropecuarios, entre medianos y grandes de 11 provincias del departamento 

de Santa Cruz.  

Alrededor de 205.000 hectáreas fueron saneadas por el INRA para entregar los títulos a los 

productores y todavía quedan en trámite alrededor de 700 carpetas que suman otras 250.000 

hectáreas. Lo de ayer fueron títulos entregados para hacendados que tienen entre 500 y 3.600 

hectáreas. 



Ministerio manejará Fondioc 

El Fondo Indígena será administrado directamente por el Ministerio de Desarrollo Rural y 

Tierras y perderá su autonomía de manejo y financiero, dijo ayer la titular del área Nemesia 

Achacollo. 

Este ajuste forma parte del plan de reestructuración que pretende llevar adelante el Gobierno, 

tras el escándalo que se desató por múltiples denuncias de supuesta corrupción y que 

involucran a exejecutivos y dirigentes de organizaciones afines al Gobierno. “(El Fondo 

Indígena) va a tener un control de manejo administrativo directo del Ministerio (de Desarrollo 

Rural y Tierras), porque hasta el momento se hizo un manejo administrativo financiero (que) 

era autónomo”, explicó la autoridad de Estado. 

La Ministra no abundó en detalles del nuevo mecanismo de funcionamiento, sin embargo 

aclaró que habrá un manejo responsable de dineros. 

“Los recursos del Fondo Indígena no se van a desviar a otros programas, quiero que eso quede 

claro”, dijo 

Por otra parte, Eduardo León, abogado de Rafael Quispe, exdirigente del Consejo Nacional de 

Ayllus y Markas del Qullasuyu (Conamaq), señaló ayer que presentará “más pruebas” para 

evidenciar “el millonario daño” que se efectuó desde el Fondioc.  

“Presentaremos más pruebas y demostraremos con documentos que aquí en Bolivia se 

cometió un acto de pillaje muy grande”, manifestó. 

 

La Razón 

El Gobierno no ampliará el uso de transgénicos 

El Gobierno anunció ayer que no aceptará la ampliación del uso de semillas transgénicas para 

la producción de maíz, algodón y caña de azúcar como lo planteó la Anapo. Sin embargo, este 

tema será abordado en la cumbre “Sembrando Bolivia”. Así lo aseguró ayer en conferencia de 

prensa el viceministro de Desarrollo Rural y Tierras, Eugenio Rojas, tras informar  que la Feria 

del Peso y Precio Justo se efectuará esta vez en la Plaza del Ingeniero del barrio de Alto 

Obrajes de la zona Sur de La Paz. 

“Nuestra Constitución Política del Estado es muy clara y en algunas leyes se indica que no está 

autorizado el uso de productos o semillas transgénicas y eso queda muy claro con los 

productores. Esto planteará el 26 y 27 de este mes, pero la posición del Ejecutivo es muy clara, 

no se va a ampliar y no se va a permitir esta situación, tenemos que cumplir las normas”, dijo. 

La Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien, promulgada el 15 de 

octubre de 2012, señala en su artículo 24, numeral 7 que se deben “desarrollar acciones de 

protección del patrimonio genético de la agrobiodiversidad, prohibiendo la introducción, 

producción, uso, liberación al medio y comercialización de semillas genéticamente modificadas 

(...)”. 



El numeral 8 de ese mismo artículo precisa que se deben “desarrollar acciones que promuevan 

la eliminación gradual de cultivos de organismos genéticamente modificados autorizados en el 

país (...)”. La Ley 144 de Revolución Productiva, Comunitaria y Agropecuaria, promulgada el 26 

de junio de 2011 por el presidente Evo Morales, prohíbe también el uso de transgénicos o 

semillas transformadas genéticamente. 

Demanda. El viceministro añadió que pese a que la posición del Ejecutivo, las normas son 

claras respecto al uso de semillas transgénicas, este tema será discutido en la cumbre 

agropecuaria “Sembrando Bolivia” que se realizará el 26 y 27 de este mes donde se trabajará 

en políticas que permitan el aumento de la producción de alimentos. 

El sábado, en la Exposoya 2015, el presidente de Asociación Nacional de Productores de 

Oleaginosas y Trigo (Anapo), Demetrio Pérez, expresó que su sector planteó al Gobierno 

autorizar la ampliación del uso de la “biotecnología” con semillas transgénicas para la 

producción de maíz, algodón y caña de azúcar con el objetivo de mejorar sus cultivos y ser más 

competitivos. Agregó que en la actualidad el uso de biotecnología con semillas transgénicas 

(organismo genéticamente modificado) es aplicado en el país en la producción de soya, pero 

no en otros productos. 

 

El Deber / Santa Cruz 

Gobierno y privados desatan fuego cruzado por inversión 

Tras las declaraciones del ministro de Economía Luis Arce Catacora, de que la inversión privada 

nacional es una ‘vergüenza’ cada año y para 2015 no representa ni el 10% del Producto Interno 

Bruto (PIB), ayer el empresariado nacional reaccionó de manera enérgica sugiriendo que antes 

de hablar del asunto hay que dar seguridad jurídica, políticas de incentivos, libre exportación 

de productos, etc. 

Al tema se sumó el presidente del Banco Central de Bolivia (BCB) Marcelo Zabalaga que en una 

entrevista con El Deber afirmó que para que un país tenga un crecimiento sobresaliente tienen 

que haber inversiones permanentes tanto del sector público como privado y “la verdad que el 

Estado está haciendo esfuerzos importantes para tener inversiones superiores a los 6.000 

millones de dólares para este año y el sector privado nacional y extranjero no están pudiendo 

alcanzar la proporción que le toca. Aquí hay un tema de desafíos para los privados”, 

puntualizó. 

Tanto Arce como Zabalaga ratificaron que la inversión pública para este año superará los $us 

6.000 millones, mientras que los empresarios privados anunciaron una inversión de $us 1.700 

millones. 

El presidente Evo Morales anunció que después de las elecciones del 29 de marzo, se reunirá 

con la Confederación de Empresarios Privados de Bolivia (CEPB) para solicitarle que invierta 

este año un mínimo de $us 3.000 millones con el objetivo de acompañar el crecimiento 

económico. 



Reacciones 

Las declaraciones generaron una reacción en cadena. La Cámara de Exportadores de Santa 

Cruz (Cadex) a través del gerente general Osvaldo Barriga, sostuvo que a pesar de todas las 

dificultades y los desincentivos, el sector sigue invirtiendo.  

“Hay restricciones a las exportaciones, cupos internos, puentes que se caen, bloqueos, una ley 

de inversiones sin consenso, incrementos salariales, etc, todo tipo de políticas contra los 

privados, pero seguimos invirtiendo. Es una aberración decir que el sector privado no está 

invirtiendo. Nosotros más bien le exigimos al ministro Arce que se siente a trabajar en lo que 

se le ha pedido en la cumbre agropecuaria”, aseveró Barriga. 

El directivo de los exportadores criticó la falta de seguridad jurídica y los incrementos salariales 

por decreto. 

Guillermo Schrupp, titular de la Cámara de la Construcción de Santa Cruz, advirtió que si no se 

dan las condiciones propicias como una adecuada política salarial, bien definida y consensuada 

de manera tripartita, los empresarios no pueden poner en riesgo sus inversiones.  

Otro problema es que cuesta que el Gobierno brinde las condiciones propicias de inversión, 

como es el caso de la fábrica de cemento Yacuses que durante varios años estuvo en trámite 

su permiso de provisión de gas, a pesar de que existían 200 millones de dólares 

comprometidos y actualmente se encuentra en la misma situación la segunda fábrica de 

cemento.  

Agropecuarios molestos 

El presidente de la Cámara Agropecuaria del Oriente (CAO), Julio Roda, criticó al Gobierno por 

no dar plena seguridad jurídica a los privados, lo que limita un despliegue mayor de las 

inversiones. 

“Las declaraciones del ministro no nos hace el saco. En Santa Cruz los productores y 

empresarios estamos haciendo fuertes inversiones”, aseguró. 

El presidente de la Asociación de Productores de Oleaginosas y Trigo (Anapo) Demetrio Pérez 

fue más allá. Desafió al ministro a cambiar la Función Económica Social (FES) por un impuesto 

alto a las tierras ociosas y que a los que verdaderamente producen se los incentive. “Hay que 

ser claros, hay una incertidumbre, nadie puede invertir si está amenazado por avasalladores. Si 

el ministro tuviera tierras seguro no invertirá ni hará mejoras por el miedo a que se apropien 

de sus tierras”, opinó Pérez 

 


